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PRESENTACIÓN DE LA SEÑORA GAY MCDOUGALL, 
DIRECTORA EJECUTIVA DE “GLOBAL RIGHTS - PARTNERS FOR JUSTICE” (ORGANIZACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL REGISTRADA ANTE LA OEA)

9 de Diciembre de 2004

Buenos días, antes de que empecemos, me gustaría expresar mi agradecimiento al Embajador Alberto Borea y al Comité de Asuntos Jurídicos y Políticos por la oportunidad de estar aquí ante ustedes hoy. Es un placer y un honor estar aquí. Además me gustaría agradecer  también a Felipe González, Jorge Contesse y al Centro de Justicia de las Américas por su estudio.

El estudio, que nació de una petición de la Asamblea General en la resolución 1930 (2003) ha ampliado la discusión sobre la necesidad de una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial. Me gustaría ofrecer mis puntos de vista sobre por que el tiempo ha llegado para tener una Convención.

Al tocar el tema de la discriminación racial en las Américas, voy a compartir mi propia experiencia como Directora Ejecutiva de Global Rights, anteriormente conocida como el International Human Rights Law Group. Global Rights es una organización de incidencia en derechos humanos que se asocia con activistas alrededor del mundo para presionar por la creación de sociedades más justas. Cada una de nuestras áreas de trabajo, ya sea que se enfoque en un área temática o en el ámbito regional, prioriza la lucha contra la discriminación racial. De hecho, el año pasado, Global Rights coorganizó una conferencia con Reforma Penal Internacional en Ginebra sobre temas de discriminación racial en el sistema de justicia penal. Creo que muchos de los resultados de esta conferencia son relevantes para nuestra reunión de hoy y voy a discutirlos mas adelante. 

Voy a confiar también en mi experiencia como Experta Independiente del Comité contra la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CERD), mecanismo de monitoreo de las Naciones Unidas que vigila la Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (ICERD), cargo en el que fui electa en 1998. Durante mis cuatro años en el CERD, encontramos que en prácticamente cada país donde había grupos desaventajados  económica o socialmente, estos tendían a ser representados de una manera desproporcionada dentro del sistema de justicia penal, algo de lo que hablare mas adelante.

Una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial es necesaria para combatir las desigualdades raciales que aun persisten en nuestra región. En todas la región, los grupos marginados, incluyendo los afro descendientes, los pueblos indígenas y otros grupos de baja representación en el gobierno. Ellos enfrentan discriminación en el sistema educativo, en el plano laboral y en el sistema de distribución de la riqueza. Con frecuencia tienen acceso limitado al sistema de salud y a un adecuado nivel de vida. Como ustedes habían oído aquí hoy, ellos también sufren una severa discriminación en la administración de justicia.

Debemos cambiar esto. Nuestra determinación para hacer esto debe ser enriquecida en un tratado que refleje el compromiso colectivo de los Estados de las Américas por la igualdad racial. Estoy hablando aquí de una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial.

La idea de una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial es una idea, cuya necesidad ha sido reconocida por  nuestros gobiernos. El Plan de Acción adoptado en la Conferencia Regional de las Américas en preparación para la Conferencia Mundial contra el Racismo, celebrada en Santiago, Chile, “Hace un llamado a los Estados a preparar, en el contexto de la Organización de Estados Americanos, una Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial, Xenofobia y la Intolerancia Relacionada para ampliar el espectro de los instrumentos internacionales existentes, al incluir medidas sobre las nuevas manifestaciones de racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas de intolerancia”. Ha llegado el tiempo de que cumplamos con eso.

El gobierno de Brasil introdujo la idea de dicha Convención  a la OEA en el año 2000. Ese mismo año, la Asamblea General  encomendó al Consejo Permanente estudiar la necesidad de tener una Convención y desde el 2001 la Asamblea General ha solicitado y recibido estudios evaluando la viabilidad potencial de contar con una Convención y otros estados han respondido de manera positiva a la idea. 

En el 2002, Global Rights presento un estudio legal ante este sobre la importancia de adoptar una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial. Este año, con nuestras contrapartes de Brasil, Colombia y Uruguay, solicitamos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la creación de una Relataría Especial para Pueblos Afro Descendientes en las Américas. Gracias a la decisión del Gobierno brasileño de apoyar de manera financiera dicha Relatoría, la misma fue creada y su mandato será definido pronto. Este es un paso muy importante hacia la adopción de una Convención regional contra la Discriminación Racial.

Las condiciones pasadas y actuales justifican que una convención regional sea una respuesta apropiada e importante a nuestra historia compartida de colonización, conquista y esclavitud. A través de la región, las emergentes democracias luego de largos periodos de dictadura y guerras civiles fracasaron en incluir a los grupos marginados de una manera adecuada. 

Al mismo tiempo, la integración regional y la globalización han incrementado el comercio y las comunicaciones entre los países, haciendo que cada nivel de organización social sea más internacional. Ideas discriminatorias, actitudes y prácticas que no conocen fronteras circulan ahora más que nunca.

Por otro lado, una Convención Interamericana contra Todas las Formas de Discriminación Racial podría ayudar a ajustar las normas internacionales que prohíben la discriminación racial en nuestra región. La Declaración Universal de los Derechos Humanos; el Convenio Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ICCPR); El Convenio Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ICESCR) y la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (ICERD), de una manera explícita prohíben la discriminación. Los mayores mecanismos de seguimiento del ICERD son la preparación de informes y monitoreo, y los mecanismos de quejas. El ICERD y su mecanismo de monitoreo, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD) han avanzado en sus esfuerzos contra la discriminación racial y han tomado un sin número de medidas, recomendaciones y conclusiones de una importancia incuestionable. 

Sin embargo, las circunstancias han cambiado de manera significativa desde los años 60 cuando la Convención fue ratificada, así como los estándares del ICERD, los cuales fueron escritos en un lenguaje muy amplio para que pudieran ser aplicados de manera global, esto ahora debería ser particularizado para hacerle frente a la realidad actual del continente americano. Esto sería también de utilidad, ya que dos países del continente americano no han ratificado la Convención
/ y solo siete de los 35 países de las Américas han reconocido la Jurisdicción del Comité para escuchar quejas individuales como lo establece el Articulo 14 de la Convención.
/
El establecimiento de una Convención Interamericana  estaría acorde con la práctica de la OEA de reiterar las normas internacionales de derechos humanos y expandirlas cuando sea necesario, para dirigirse a dinámicas particulares de los países del continente. Por ejemplo, la Convención Americana de Derechos Humanos salió del Convenio Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención de Belem do Pará, toca muchos de los temas que se tratan en la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres. El Protocolo de San Salvador toma en cuenta muchas de las disposiciones del Convenio Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, palabra por palabra y enfatiza que la reiteración de las normas permite a los derechos ser “reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos” en el contexto del continente americano. Este concepto de aplicar normas internacionales en el contexto regional fue promovido por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, la cual reconoció en 1993  en la Declaración de Viena que “los acuerdos regionales juegan un papel fundamental en promover y proteger los derechos humanos”. Estos acuerdos sirven para “reforzar los estándares universales de derechos humanos, como están contenidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos”. 

Además, la OEA ha demostrado un fuerte compromiso político para erradicar la discriminación racial.  La Carta de la OEA, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana de Derechos Humanos y el Protocolo de San Salvador contienen medidas no discriminatorias y cada uno de los instrumentos plantea el tema racial como un aspecto a considerar en el tema de la discriminación. Pero, en su mayoría, estas medidas forman parte de una serie de cláusulas, que tratan las distinciones sobre la base de la raza, nacionalidad, credo, sexo, condición económica y social, entre otros factores. La raza no es el centro de atención específico de estas medidas y no tocan el tema de la discriminación racial de una manera detallada. 

En 1994 la OEA emitió una resolución sobre la No Discriminación y Tolerancia, condenando específicamente la discriminación racial y religiosa, la xenofobia y la intolerancia y solicito a los estados fortalecer las políticas y los programas para hacerle frente a estos problemas. La Asamblea General de la OEA, en el 2001, en la Carta Democrática Interamericana afirmó que para promover la democracia y la participación es preciso erradicar la discriminación incluyendo “todas las formas de discriminación, especialmente de género, étnicas y raciales, así como las distintas formas de intolerancia, la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas y migrantes y el respeto por la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas.”

Sin embargo, estas medidas no son suficientes. Ellas no tienen la fuerza de ley y su impacto práctico es muy limitado. Como ustedes saben el trabajo inicial del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos  estuvo enfocado en combatir las violaciones generalizadas de los derechos humanos, que caracterizaron los periodos de dictaduras militares y guerras civiles. En años recientes, el sistema ha incorporado otros tipos de violaciones en su trabajo. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha abordado el tema de la discriminación racial en algunos de sus informes y ha mostrado gran sensibilidad a violaciones de los derechos humanos, relacionados con asuntos raciales. Pero la cuestión racial continua siendo una preocupación periférica, tanto para la Comisión, como para el sistema interamericano como un todo.

Además, la jurisprudencia sobre la discriminación racial dentro del sistema interamericano no esta desarrollada. Muy pocos casos sobre discriminación racial han sido llevados ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Uno de los aspectos de esta limitada historia de peticiones ante la Comisión es que los grupos marginados no ven al Sistema Interamericano como un foro efectivo para hacerle frente a las prácticas discriminatorias en el continente. 

Además,  no hay una institución dentro de los sistemas interamericanos que este a cargo de los asuntos de derechos humanos relacionados con la discriminación racial. Una convención regional puede ayudar a establecer esa institución, que tendría un impacto sustancial en el combate a la discriminación racial en la región. Esta institución se dedicaría a funciones de monitoreo e investigación, publicar estudios sobre discriminación racial, ofrecer asistencia técnica, promover concienciación  acerca de los problemas relacionados con la discriminación racial y servir como una fuente de recursos para las personas cuyos derechos sean violados. Una Convención regional proveería una base mas fuerte en donde las victimas de discriminación racial  podrían hacerle frente a esas practicas discriminatorias.

La adopción de una Convención regional podría llevar a la revisión y cambio de leyes nacionales, para que sean conformes a los estándares de la convención. Un número de países en la región ha hecho esfuerzos por desarrollar leyes antidiscriminatorias, pero la mayoría se encuentra aun muy lejos de lidiar con la naturaleza compleja de como el racismo se teje en la sociedad. Con frecuencia hay una carencia en las legislaciones nacionales, en cuanto a las políticas publicas para implementar esas normas, así como en la efectiva implementación de los mecanismos. Especialmente para los grupos cuyo acceso al sistema de justicia esta  comprometido, estas leyes con frecuencia tienen  poco impacto práctico. Una convención regional urgiría y ayudaría a los Estados  a adoptar o integrar normas regionales en las legislaciones nacionales, así como a fortalecer la protección  de los derechos humanos que ofrecen algunos países a través de sus  sistemas legales internos.

Una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial ayudaría particularmente a asegurar que los Estados empiecen a recolectar datos sobre su población, desagregados por raza y genero, con el objetivo de medir y monitorear la brecha de inequidad y la efectividad de varios programas. Sin este dato, es difícil probar muchas quejas de discriminación o no podríamos medir su éxito. Pero con estos datos, algunas medidas y prácticas podrían ser vistas. Pocos Estados Miembros en las Américas hacen esto en la actualidad.

Muchos mecanismos de monitoreo, incluyendo el CERD, han planteada en repetidas ocasiones, la importancia de recolectar datos y analizarlos por raza y etnia. En la Guía General para los Estados Miembros Sobre Como Presentar la Forma y Contenido de los Informes, CRED ha planteado que “si el progreso en eliminar la discriminación, basada en la raza, color, descendencia, origen étnico o nacional es ser monitoreado, se necesita alguna indicación del numero de personas que podrían ser tratadas de una manera diferente sobre la base de estas características.”
/
Nuestros propios gobiernos han notado la importancia de la recolección de datos. El Plan de Acción de la Conferencia Regional de las Américas “Urgió a los Estados a compilar  y publicar datos estadísticos desagregados  por raza y etnia en las áreas de la salud, el sistema de justicia penal, vivienda, educación y el empleo para facilitar ya sea el revisar si las políticas o los programas tienen un impacto desproporcionado sobre estos grupos y apoyar el desarrollo de políticas especificas o programas para remediar ese impacto”. Nuestros gobiernos hicieron también una recomendación similar en Durban. Una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial daría a conocer un verdadero compromiso para implementar estos objetivos.

Una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial podría ayudar a reducir la discriminación racial en la administración de justicia de una manera mas especifica. Ese tipo de discriminación existe en todos los niveles del sistema de justicia penal, desde decir que cierto grupo de personas son sospechosas, por ser de cierta raza, hasta los prejuicios basados en la raza a la hora de llevar casos ante la corte y a la hora de emitir sentencias, así como el abuso policial contra ciertos sectores de la población, hasta la falta de acceso a la justicia de ciertos grupos.

Como mencione anteriormente, Global Rights co-organizó una conferencia el año pasado con Reforma Penal Internacional sobre los prejuicios dentro del sistema de justicia penal a nivel mundial. Los participantes en la conferencia encontraron que, “el asumir que ciertas minorías están más propensas a formar parte de actividades delictivas, justifica el detener, hacer requisas y generalmente dirigirse hacia esos grupos”, una practica conocida en Ingles como “Racial Profiling” o “Perfil Racial”. Ellos concluyeron que “Aunque las decisiones en perseguir y sentenciar parecen objetivas y son racialmente neutrales, el racismo esta tan profundamente enraizado dentro del sistema de justicia penal que la discriminación se presenta de una manera inconsciente”. Ellos también encontraron que  “porque se piensa que algunos grupos raciales son más propensos al comportamiento criminal  y son generalmente discriminados por ello, el comportamiento abusivo policial es tolerado hasta un punto que va en contra de dichos grupos”. Finalmente, los participantes dejaron claro que “las victimas de abusos policiales pertenecientes a minorías étnicas y raciales son, con frecuencia, persuadidas, a no presentar cargos, porque temen ser castigados,  no se dan cuenta de sus derechos, o no tienen acceso a una asistencia legal adecuada”.

Nuestros gobiernos ya han reconocido la necesidad de combatir estas inequidades. El Plan de Acción de la Conferencia Regional de las Américas, por ejemplo, “urgió a los Estados a trabajar con las instituciones que hacen cumplir la ley a diseñar, implementar y aplicar programas efectivos para prevenir, detectar y asegurar responsabilidad por incidentes de abuso policial motivados por raza y origen étnico, con el fin de llevar a la justicia esos casos de abuso policial y eliminar el esta practica del “Perfil Racial” por parte de las personas que implementan la ley. Además, “urgió a los Estados a promover investigaciones para establecer la existencia de posibles lazos entre el llevar a la justicia actos ilegales y sanciones penales y racismo, la discriminación racial, xenofobia y la intolerancia relacionada, con el fin de tener evidencia para tomar los pasos necesarios para su erradicación”. En Durban, nuestros gobiernos “urgieron a los Estados a establecer mecanismos de monitoreo regular de actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y la intolerancia relacionada en los sectores publico y privado, incluyendo aquellos cometidos por los oficiales a cargo de hacer cumplir la ley”, y dijeron que “las personas que son victimas de discriminación racial deberían ser beneficiadas por asistencia legal   en la presentación de quejas. En la medida de lo posible dicha ayuda debe ser de forma gratuita, y donde sea necesario, debería ser dada con el apoyo de interpretes competentes en dichos procedimientos o en cualquier caso penal o civil que tenga que ver con o que tenga alguna conexión con discriminación racial”. Una Convención Interamericana seria un instrumento importante para hacer que dichos compromisos se conviertan en realidad.

Para terminar, una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial dejaría claro el rechazo de la región a una historia de esclavitud y conquista, y complementaría las actuales normas e instituciones nacionales. Enviaría un mensaje a los Afro Descendientes, de quienes se estiman hay 189 millones en el continente
/ pueblos indígenas, minorías étnicas, migrantes y refugiados, entre otros, de que sus derechos son los suficientemente valiosos para protegerlos ante instituciones regionales. Complementaría las actuales normas e instituciones nacionales, regionales e internacionales. Ayudaría  a solventar  también  la actual tendencia de los grupos étnicos que son discriminados de una manera regular,  a perder la fe en el sistema de justicia y por lo tanto no buscan justicia ante las instituciones que se supone garantizan su protección.

Una Convención Interamericana contra la Discriminación Racial es el siguiente paso lógico hacia una forma más efectiva de protección contra la discriminación racial en la región.

Gracias.

� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CP13685S01.DOC�








�.	Este documento se recibió en español e inglés de la organización “Global Rights – Partners for Justice”, en cumplimiento de las directrices para la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA.


�.	Estos dos países son Dominica y Saint Kitts and Nevis.


�.	Estos países son Brasil, Chile, Costa Rica, México, Perú, Uruguay y Venezuela.


�.	CERD/C/70/Rev.4 (1999.)


�.	Hay un estimado de 150 millones de personas descendientes de africanos en América Latina y el caribe. Ver el Comunicado de prensa de la ONU en:


� HYPERLINK "http://www.unhchr.ch/huricane/huricane.nsf/0/77CB8B581CD0E1F541256ABE002FD897?opendocument" ��http://www.unhchr.ch/huricane/huricane.nsf/0/77CB8B581CD0E1F541256ABE002FD897?opendocument�.


Un estimado de 38.3 millones de personas en los Estados Unido se identifican asimismo con descendientes de africanos. Ver U.S. Census Bureau Press Release:


 � HYPERLINK "http://www.census.gov/Press-Release/www/2003/cb03-100.html" ��http://www.census.gov/Press-Release/www/2003/cb03-100.html�.


Había aproximadamente 500 mil negros en Canadá en 1997. Ver McGill News Alumni Quarterly, Invierno, 1997 en: � HYPERLINK "http://ww2.mcgill.ca/alumni/news/w97/black.htm" ��http://ww2.mcgill.ca/alumni/news/w97/black.htm�
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